
SOBRE LA RELACION ENTRE SEGURIDAD JURIDICA Y CRECIMIENTO 

Santiago Urbiztondo 

1. Introducción. 
La sistematización del conocimiento económico, que alcanza su 
definitiva consolidación con los economistas clásicos, no 
incorporó en sus orígenes casi ninguna reflexión que vinculara al 
crecimiento económico con la seguridad jurídica. Todo ese 
portentoso marco teórico inicial, que constituye el fundamento 
doctrinario del sistema capitalista, presupone la existencia de 
derechos de propiedad bien definidos. Es más, la seguridad 
jurídica fue considerada desde sus orígenes como uno de los 
presupuestos necesarios del sistema. 

Sólo recientemente se ha comenzado a considerar la ausencia 
de seguridad jurídica como uno de 1 
crecimiento económico. La inflación legislativa, la alteración 

  

factores limitantes del   

de la permanencia en la judicatura y la inestabilidad política 
reinante en muchos países, han hecho evidente la necesidad de 
revisar la seguridad jurídica supuesta y encontrar respuestas a 
un problema que tiene consecuencias económicas de primera 
magnitud. Efectivamente, tal como lo demuestran varios trabajos 
recientes en el área de "Law and Economics",! si los derechos 
son alterados o inciertos debido a la falta de seguridad 
jurídica, las bondades del funcionamiento del sistema capitalista 
se ven altamente debilitadas. Más aún, el intercambio propio de 
las 
de un mecanismo de arbitrio en caso de que alguna de las partes 
de la transacción no cumpla con los términos establecidos. Por 
ello, la inestabilidad legislativa y la ineficiencia de esos 

  

aciones económicas supone (implícitamente) la existencia 

mecanismos de arbitrio provocan una alteración en el valor 
“seguridad”, que genera a su vez una reducción en la 
especialización y el intercambio, factores claves del crecimiento 

A los fines del presente trabajo se entiende a la seguridad 

* para una exposición de los principales temas estudiados 
por esta nueva disciplina, vea Cooter y Ulen (1988) y Posner 
(1992) 
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jurídica como insumo básico de un mayor conocimiento o 
previsibilidad por parte de los agentes económicos en dos 
aspectos escenciales: la estabilidad del ordenamiento jurídico en 
su conjunto, y el efectivo cumplimiento que ese ordenamiento 
tenga en la realidad (convalidación de lo fáctico) .* 

En este trabajo se lleva a cabo un estudio sobre la 
vinculación entre seguridad jurídica y crecimiento económico. se 
hace incapié en el caracter endógeno de ambas variables, las que 
toman valor como resultado de la interacción entre el Estado como 
principal prestador de esa seguridad y los agentes económicos 
como beneficiarios y a la vez también generadores adicionales de 
ella. La organización es la siguiente. En la sección II se 
presenta el modelo, cuya solución se desarrolla en las dos 
secciones siguientes. La sección V discute brevemente la 
dirección de la investigación aplicada que surge del modelo. 
Finalmente, la sección VI ofrece las conclusiones del estudio que 
nos aproximan a un conocimiento más acabado de una realidad 
compleja y con interacciones hasta el presente no bien definidas 

II. El Modelo. 
Considérese una situación donde la autoridad central debe decidir 
el nivel de seguridad jurídica que implementará en una 
determinada sociedad. Con el fin de simplificar el análisis, se 
parte del supuesto de que dicho nivel puede ser elegido en forma 
precisa, sin estar sujeto a ningún error aleatorio. Se admite 
además que dicha autoridad central valora positivamente tanto la 
inversión de los agentes económicos como la dedicación de su 
tiempo al esfuerzo productivo. Como veremos más adelante, dichos 
objetivos son maximizados cuando la seguridad jurídica es plena. 
Sin embargo, proveer seguridad jurídica en el sentido definido en 
la sección anterior es costoso. Así, la autoridad central 

  

2 Para una definición más precisa del concepto de seguridad 
jurídica utilizado aquí, y su vinculación con el concepto 
“seguridad”, ver Pérez Pesado y Urbiztondo (1993). 
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eligirá el nivel de seguridad jurídica de forma tal de igualar 
los beneficios de una "unidad" adicional de seguridad jurídica 
con el costo marginal de dicha unidad. Para ello, sin embargo, 
debe tener en cuenta cómo reaccionan los agentes económicos ante 
los distintos niveles de seguridad jurídica provistos.” 

Definamos la seguridad jurídica como la probabilidad de 
permanencia y respeto de la legislación vigente al momento de la 
inversión, una función positiva, en primer lugar, de los recursos 
provistos por el Estado para la seguridad jurídica y, en segundo 
lugar, del tiempo y demás recursos provistos por los particulares 
en la defensa o preservación de sus derechos. Llamemos al primer 
término "seguridad autónoma" (abreviado c) y al segundo término 
"gastos legales" (abreviado L) y denotemos X(c,L) dicha 
probabilidad. En particular, para simplificar la exposición, 
supongamos que X(L) = c + bl, con b> 0, es decir, los gastos 
legales tienen una productividad estocástica positiva en evitar 
modificaciones legales y/o judiciales expropiatorias.* Puesto 

? Este planteo, entonces, se enmarca dentro del enfoque de 
“Elección Pública" de Buchanan y Tullock (1965) que postula 
racionalidad en la elección pública a través de los mecanismos de 
representación política. En ese sentido, si bien no todos los 
gobiernos parecen ser racionales, el enfoque sugiere entender la 
diferencia de comportamientos y decisiones públicas como el 
resultado de distintas funciones objetivo perseguidas, las que a 
su vez dependen de las características políticas particulares. 
Es decir, el caracter contingente de los valores de los 
parámetros discutidos más abajo, si bien es razonable argumentar 
en favor del signo elegido para ellos, indica que tendrán 
distintos valores absolutos en diferentes contextos políticos e 
históricos. 

  

* En ese sentido, se supone en este trabajo que la actividad 
legal está orientada a hacer cumplir la legislación vigente, y no 
a modificarla (vgr., la actividad legal es "conservadora"). Este 
Supuesto puede entenderse como el resultado de otros dos: por un 
lado, considerando un mundo donde coexisten empresas con 
intereses opuestos sobre la permanencia y respeto de la 
legislación vigente, se supone que el resultado neto de los 
recursos invertidos favorece a aquéllas empresas interesadas en 
defender el "statu quo"; por otro lado, la conveniencia de defender dicho statu quo presupone que la legislación existente 
fo en forma más general, la asignación de los derechos de 

1961 
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que asignar tiempo y otros recursos a gastos legales implica 
resignarlos de su uso alternativo (vgr., como "esfuerzo   

productivo"), entonces, la autoridad social elige el nivel de 
inversión de los agentes económicos (1),* el nivel de esfuerzo 
productivo de dichos agentes (e), y el nivel de seguridad 
jurídica autónoma (c) de forma tal de maximizar la siguiente 
función de bienestar W: 

w= V(z,e)-arc, em 

donde V(.,.) es una función separable y creciente (en forma 
decreciente) de sus argunentos, y a representa el costo marginal 
de aumentar la seguridad jurídica autónoma. Es decir, el 
objetivo de la autoridad social es una función positiva del nivel 
de inversión y de esfuerzo productivo de los agentes económicos, 
la inducción de los cuales por medio de una mejor tecnología para 
la protección de los derechos de propiedad (seguridad jurídica 
autónoma) ocasiona costos (por ejemplo, el costo del sistema 
judicial - función de los recursos humanos y de capital 
existentes inicialmente -, el costo para el poder político de 
respetar la independencia del Poder Judicial - evitar 
interferencias en sus decisiones y diseñar y respetar mecanismos 
objetivos de designaciones en la magistratura -, etc.). La 
restricción que enfrenta es la decisión óptima de los agentes 
económicos, por cuanto serán estos agentes quienes de hecho 
elijan el nivel de inversión y la asignación de sus recursos 
productivos. 

Llamemos al agente económico representativo "la firma", y 
supongamos que su objetivo es maximizar beneficios esperados. La 

propiedad) es eficiente (si no lo fuera, en todo caso, igualmente 
sería conveniente reducir la incertidumbre sobre su modificación, 
aunque de hecho ésta fuese a ocurrir). 

* Nótese que el nivel de inversión puede entenderse ya sea 
como una magnitud de gasto en capital en un momento del tiempo, o 
bien como la longitud del período de maduración de unidades fijas 
de inversión 
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firma debe decidir cuánto invertir y cuánto esfuerzo productivo 
dirigir a la reducción de costos de su inversión o a evitar que 
surjan decisiones gubernamentales o de terceros violatorias de la 
seguridad jurídica que expropien parte del valor de su inversión. 
Así, su problema consiste en resolver la siguiente optimización: 

max B(M) = X(£) [8,.1-Cle,1)] + (1-X(0) (2,.1-Cle, 1) 
sujetoa erL=1, 

(2) 

donde E(n) es el beneficio esperado;* P es el valor de cada 
unidad de inversión 1, y toma valores P, si se modifica la 
legislación o P, si no se modifica, con P>Pa; C(e,I) es el costo 
total de la inversión, una función negativa del esfuerzo 
productivo (e) - es decir, C,<0 - y creciente del nivel de 
inversión (1) - es decir, C;>0 -;” y, finalmente, la restricción 
le + L = 1) indica que la suma del esfuerzo de la firma debe ir 
hacia un esfuerzo productivo (e) o bien hacia un esfuerzo en 
actividades legales (es decir, e y L indican porcentajes de 
tiempo y otros recursos destinados a actividades productivas y 
vinculadas a la defensa de los intereses propios, 

* Note que se considera un individuo neutral frente al 
riesgo. En caso de tratarse de un individuo averso frente al 
riesgo, el que maximizaría una función del tipo 

max E(M) =X(L) U((P,.1-Cle,1)]) + (1-X(1)] U((P,. 1 -Cle, 11), 

con U'(.)>0 y U"(.)<0, los resultados serían cualitativamente los 
mismos (aunque la deseabilidad de mayor seguridad jurídica 
aumentaría). Para otro argumento sobre la relación negativa 
entre seguridad jurídica y crecimiento económico en ausencia de 
aversión al riesgo consultar Olivera (1977). 

* Subíndices - excepto en P, y en P, - indican argumentos 
respecto de los cuales se deriva la función correspondiente 
Así, por ejemplo, Ci(e,1) denota el aumento en el costo de la 
inversión al aumentar en una unidad el nivel de inversión. 
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respectivamente). Se supone que C,,>0, C,.>0, y que C,20." 
Incorporando la restricción dentro de la función objetivo, el 
problema de la firma puede re-expresarse como 

max El) + X()2,.1 + (1-X00]P,.1 - C(1-L,D, (3) 

es decir, la firma debe elegir el nivel de inversión y el gasto 
en actividades legales de forma tal de maximizar el valor 
esperado de sus beneficios. 

Así, volviendo al problema general enfrentado por la 
autoridad social, éste se asemeja a uno del "Principal -Agente" 
(donde la autoridad social es el principal y la firma es el 
agente) y consiste en 

max W= V(I,1-L)-atc sujeto a Rue a 
I, Le argnaxE(M) = (c+b.b) PI + (1-(c+b.b) ] PI - C(1-L, 2) 

Las secciones siguientes proceden a caracterizar la solución 
de dicho problema. Observe, sin embargo, que si a es igual a 
cero, c' (es decir, el valor de seguridad jurídica autónoma 
elegido por la autoridad central) es igual a uno (seguridad 
autónoma máxima); es decir, sí el costo de proveer seguridad 
jurídica autónoma es independiente del nivel de seguridad 
provisto, la solución óptima elegida por la autoridad social es 
proveer seguridad completa (de forma tal que I y e toman sus 
valores máximos) 

" Cue > OY Cy > 0 significa que que el costo de la inversión 
aumenta en forma creciente al aumentar el tiempo dedicado a las 
actividades legales (ya que C.. = Cu) y al aumentar la inversión, 
respectivamente. Además, si C, = 0, entonces el esfuerzo sólo 
afecta los costos fijos, mientras que si C;, < 0, el esfuerzo 
productivo disminuye el costo marginal de cada unidad de 
inversión. Ejemplos de cada caso son C(e,I) = (I?/2)+(1/e) ¥ 
Cle,1) = 1'/2e, respectivamente. 
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III. La Solución del Problema de la Firma. 
n del problema de la firma está caracterizada por el 

  

1a soluc 
sistema de condiciones de primer orden abajo, las que resultan de 
derivar e igualar a cero la ecuación (3) con respecto a la 
inversión y el gasto en actividades legales: 

I: (e+b.b) B+ [1~(e+b.1)] Py C,(1-b, 1) =0, (5) 

Li DI(P,- P) + C(1-L,D) = 0. (6) 

La ecuación (5) indica que el nivel de inversión óptimo es aquél 
donde se iguala el ingreso marginal esperado por la última unidad 
inversión con el costo marginal de dicha unidad invertida. La 
ecuación (6), por otro lado, indica que el tiempo óptimo dedicado 
a las actividades legales resulta de igualar el aumento esperado 
en el valor de la inversión que dichas actividades legales 
generan con el aumento en el costo total de la inversión por 
reducir el esfuerzo productivo. 

Ahora bien, el objetivo es observar cómo estas decisiones se 
ven afectadas por factores fuera del control de la firma; en 
particular, en función del grado de seguridad jurídica 
prevaleciente (determinado por las características de la función 
X= c+ bl). La respuesta se obtiene a partir de diferenciar 
totalmente las condiciones de primer orden (5) y (6), lo que 
expresado matricialmente resulta en el sistema de ecuaciones a 
continuación, donde las variables endógenas (dI y dL)? se 
agrupan del lado izquierdo y las variables exógenas (dc, db y 
dP,) se agrupan del lado derecho: 

  

  

En [b(P,-Pa) +Crel (| > (Pa-Pa)  -L(P,-Pa) -(c+bLi] [de] 
dol ‘Jab 

A ES o crer cbr Jar, 

* dt, por ejemplo, denota el diferencial de L, es decir, el 
cambio en £. 
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Note que de y db corresponden a cambios en el grado de 
seguridad jurídica autónoma y en la productividad del esfuerzo en 
actividades legales, respectivamente. Dado que el determinante 
de la matriz formada por los coeficientes de las variables 
endógenas (8) es positivo por la condición (suficiente) de 
segundo orden para un máximo libre," usando la Regla de Cramer 
se obtienen los siguientes resultados: 

A) Relación entre el grado de seguridad jurídica y el nivel 
de inversión: 

DL. PPC, 
Je 3 oe 

Es decir, al aumentar la seguridad jurídica autónoma, el valor 
esperado de la inversión aumenta, con lo cual resulta conveniente 
aumentar el nivel de la inversión. 

Otros resultados dependen de la forma de la función de 
costos. Por ejemplo 

B) Relación entre el grado de seguridad jurídica y los 
recursos destinados a actividades legal   

ARCA AAA 
NS E 

Esto es, al aumentar la seguridad jurídica autónoma, el tiempo 
dedicado a actividades legales puede aumentar o disminuir. Sin 
embargo, si C(e,I) = 1/28, por la ecuación (6) (y puesto que el 
esfuerzo en lobby es una fraccién, es decir, 0< e< 1, y que Ce 

* a está dado por 
8 CC lb (BP) AC 

En caso de tratarse de una función de costo C(I,e) = 1'/2e, A 
pasa a ser igual a -b(P,-P,) [b(P,-Pa) - 21/€). 

“ 3 denota derivada parcial, es decir, 91/3c es el cambio 
en el nivel de inversión ante un cambio en el nivel de seguridad 
jurídica autónoma vigente 
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= I/e?) tenemos que b(P,-Pa) = 1/2e*, por lo cual el tiempo 
dedicado a actividades legales disminuye al aumentar la seguridad 
jurídica autónoma. Es decir, puesto que un aumento en el nivel 
de inversión genera un aumento en el ingreso esperado de las 
actividades legales (dado por b(P,-P,)) menor que el aumento en 
su costo marginal (dado por -C,.), el tiempo dedicado a éstas 
disminuye.!? En ese caso, entonces, un aumento en la seguridad 
jurídica autónoma (o provista por la autoridad central) genera un 
aumento tanto en el nivel de inversión como en el esfuerzo 
productivo.” 

actividades 

  

C) Relación entre la productividad de 1 
legales y el tiempo dedicado a las mismas: 

OL, (By-Py) (Cy, + LB(PA-Py) + LC] 
oe nie o TE CURE 

  

Esto es, al aumentar la capacidad de defender los intereses 
propios por medio de la actividad legal, el tiempo dedicado a la 
misma puede aumentar o disminuir, Note que esta ecuación puede 
expresarse como una ecuación de Slutsky de la siguiente manera: 

0, (P,-Pa IC 
be dO 

Lipe trotar elo   

3 

Como en toda ecuación de Slutsky, hay dos efectos en juego. Por 
un lado, existe un "efecto ingreso” dado por el segundo término 
de la derecha. Su valor es el obtenido en el resultado B, 
multiplicado por la incidencia que el aumento en la seguridad 

  

“2 En este caso el esfuerzo sería algo así como un insumo 
"normal": al aumentar la seguridad jurídica la firma se vuelve 
más "rica" en tiempo disponible, a partir de lo cual decide 
utilizar mayor parte de su tiempo como esfuerzo productivo. 

> Nótese que se supone una solución interior, es decir, que 
x(L')<1. Si, en cambio, X(L')=1, con lo cual L'=(1-c)/b, entonces 
QL'/ac=-1/b<0, significando que la seguridad jurídica autónoma es 
necesariamente sustituta de la seguridad jurídica inducida. 
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jurídica tiene en este caso (L), indicando que al aumentar la 
productividad del tiempo dedicado a actividades legale: 
es más "rica" en tiempo disponible y puede decidir reducir el 

la firma 

  

tiempo dedicado a las mismas. Por otro lado, existe un "efecto 
substitución" dado por el primer término de la derecha, cuyo 
signo es positivo: al aumentar la productividad de las 
actividades legales, aumenta el costo de oportunidad de dedicar 
el tiempo al esfuerzo productivo, y por lo tanto se elige 
óptimamente incrementar el tiempo dedicado a aquéllas. Como 
suele ocurrir en una ecuación de Slutsky, ambos efectos van en 
sentido contrario, y el signo global queda indeterminado.“ 
Así, en caso que la función de costo sea C(e,1) = 17/2e, puede 
verse (utilizando la ecuación (6)) que el tiempo dedicado a las 
actividades legales disminuye al volverse (estocásticamente) más 
productiva dicha actividad cuando e < 1/3, lo cual equivale a 
suponer que el "efecto ingreso" domina al "efecto sustitución" en 
ese rango. Es decir, para niveles iniciales de esfuerzo 
productivo bajos, el aumento en la productividad de las 
actividades legales es utilizado para aumentar el nivel de 
esfuerzo productivo debido a que la productividad marginal de 
dicho esfuerzo es muy alta en ese rango. 

D) Relación entre la productividad de las actividades 
y el nivel de inversión: 

  

91. (BP) IEC, + ID(BL-P) + IC) 
Sg ge hd 

  

Aqui también, si b(P,-P,)+C,>0 (incluido el caso de C,.=0) se 
obtiene que la inversión aumenta al aumentar la productividad de 
las actividades legales. Esto es así debido a que al aumentar b, 
aumenta L y disminuye e (ver nota al pie 14), pero como el 
aumento en las actividades legales genera un aumento en el 

M Note que si C,.=0, ambos efectos van en el mismo sentido, 
y se obtiene que dL/db>0. 
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ingreso marginal esperado (b(P,-P,)) mayor que el aumento en el 
costo marginal (C,), el nivel de inversión óptimo aumenta. Por 
otro lado, si C(e,1) = 1º/2e, puede verse (utilizando la ecuación 
(6)) que el nivel de inversión óptimo aumenta al aumentar b si y 
sólo si e< 2/3. 

En síntesis, al aumentar la seguridad jurídica provista por 
la autoridad central la inversión aumenta, aunque podría hacerlo 
concomitantemente con un aumento en el tiempo dedicado a las 
actividades legales. Si C(e,1) = I*/2e, sin embargo, un aumento 
en la seguridad jurídica autónoma genera un aumento en la 
inversión y en el esfuerzo productivo, mientras que un aumento en 
la productividad del esfuerzo en actividades legales genera una 
reducción en la fracción del tiempo dedicado a dicha actividad si 
e < 1/3 y un aumento de la inversión si e < 2/3. En este caso, 
entonces, sería óptimo - otras consideraciones aparte, tratadas 
en la subsección siguiente - colocar c = 1, mientras que el valor 
óptimo de b no surge claramente.'* Considerando b exógenamente 
dado, a continuación se estudia el nivel óptimo de c cuando la 
provisión de seguridad jurídica conlleva un costo marginal 
positivo y la función de costo es C(e,1) = 17/26. 

* Debe notarse, sin embargo, que con la función de costos 
Cle,1)=T"/2e, y para e<1/3, valores altos de b generan un aumento 
en él esfuerzo y la inversión, por lo que son deseables. Esto 
implica que es conveniente contar con un sistema judicial en el 
cual las partes potencialmente afectadas son capaces de evitar 
modificaciones contrarias a la vigencia de la seguridad jurídica. 
Esta conclusión debe aplicarse con sumo cuidado, ya que la 
actividad legal que se supone es "benigna", en Cuanto se supone 
implícitamente que la asignación de derechos de propiedad 
legislada es eficiente. 

1 Nótese además que esta función de costos es la más 
apropiada de acuerdo con la razonabilidad de los resultados 
obtenidos en esta sección: al aumentar el grado de seguridad 
jurídica, disminuye el tiempo dedicado a lasl actividades 
legales. Este es el sentido de "factores sustitutos" que este 
trabajo quiere dar a la seguridad jurídica autónoma y a la 
seguridad jurídica inducida, el que alternativamente podría 
haberse obtenido suponiendo que b es una función negativa de c. 
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IV. Solución del Problema de la Autoridad Social. 
Volviendo ahora al problema central que nos ocupa - el nivel de 
seguridad jurídica autónoma que ofrece la autoridad central -, 
debe advertirse que las dos restricciones que enfrenta la 
autoridad social en la ecuación (4) contienen de hecho (cada una 
de ellas) un número infinito de restricciones, ya que los valores 
de I y de e elegidos por la autoridad central deben proveer a la 
firma un beneficio esperado mayor o igual al obtenido con 
cualquier otra combinación de esas variables. Este problema es 
comunmente tratado en la literatura sobre el Principal-Agente 
usando lo que dió en llamarse el “enfoque de primer orden", por 
el cual ese número infinito de restricciones es reemplazado por 
la(s) condición (condiciones) de priner orden del problema del 
agente (la firma).” De esta manera, la decisión de la 
autoridad central sobre los niveles óptimos de seguridad jurídica 
autónoma (c), de inversión (1) y de esfuerzo productivo (e) deben 
contemplar el hecho de que es la firma quien toma la decisión 
sobre los niveles de estas dos últimas variables, por lo que I y 
e deben corresponderse con las resultantes en las ecuaciones (5) 
y (6). Así, considerando una función de costo C(e,I) = 17/28,“ 
el problema de la autoridad central es maximizar la ecuación (1) 
sujeta a las ecuaciones (5) y (6). El procedimiento usual es 
crear el Lagrangeano que contiene a la función objetivo y que 
incluye a las restricciones (igualadas a cero) multiplicadas por 
los "multiplicadores de Lagrange". Denotando A y 4 dichos 
multiplicadores, el problema de la autoridad central es 

Y ver Shavell (1979) y Holmstrom (1979). Ver también 
Rogerson (1985) para un análisis de las condiciones bajo las 
cuales el enfoque de primer orden es válido. Grossman y Hart 
(1983) solucionan el problema del principal sin hacer uso del 
enfoque de primer orden. Estos trabajos, sin embargo, consideran 
problemas en los que el agente tiene una única variable decisoria 
(esfuerzo) en su poder. 

  1 Note que Cj=1/e, Cya-1/26*, Cy=l/e, CusTi/e!, Cu=-I/6%, 
Cin", CirerCopn=1/8%, Con-312/0*, Y Cusn21/0*. 
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max V(Z,1-L) =asc + AL(C*bE) (P,=Pp) +P,= 

  

    E + (br (P,-P,) ~ --   

at    

Las condiciones de primer orden que caracterizan la solución de 
este problema son: 

  

1 lee Ed, # (b(P,~P,) Ta! 

x a Le -v + A tbte-B- fo eai; le (b(P,-P,) 7 qa! aot 

ei CEAR =, 
xe tem trem) cr do, 

E e brimoro E +0 
le (Py Pa) 20-01 

  

  can los niveles óptimos de I, L   El objetivo es ver cómo se modif 
y cal variar un parámetro del modelo (como el costo marginal de 
proveer seguridad jurídica autómoma -a- o la efectividad del 
tiempo dedicado a las actividades legales -b-). Para ello, tal 
como se hizo con el problema de la firma, hay que diferenciar 
totalmente el sistema de condiciones de primer orden. Expresando 
matricialmente el resultado de la diferenciación, y agrupando las 
variables endógenas (dI, db, de, dh y du) del lado izquierdo y 
las variables exógenas (da y db) del lado derecho, obtemos: 

  

a B o -1/0 cc] fa) ro 

BD o E E ja o 

o. 0 o (PP) 0 | fae Jo fa 

1/8 Co (PP) o o | ja o 

[e o o o) la 0 

donde 

1371



  

e) ro 

con el fin de proceder a realizar la estática comparativa es 
conveniente colocar signos a los coeficientes A, B, Cy D.” A 
partir de la ecuación (6), puede verse que C = - 1/26 < 0. 
También, despejando A y y del sistema de condiciones de primer 
orden arriba, se obtiene que B = 2V,/I > 0. Supondremos que se 
cumple la condición de segundo orden para un máximo restringido. 

AL tratarse de una maximización restringida con dos 
restricciones, sin embargo, la condición de segundo orden para un 
máximo interior es que el determinante de la matriz formada por 
los coeficientes de las variables endógenas -ó- sea negativo.” 

Los resultados obtenidos son los siguientes: 

(a+ Ey ac. A 2. Eo 

E(P,-P,) dio BRO E e easy, 

dé. CUBO [Bico], dE «Cleto [Eset] 50, 
cuyos signos se deben a que el término en corchetes en las dos 
últimas expresiones es negativo por la condición de segundo orden 

** Note la diferencia de notación entre C(e, 1), Cy c: 
Cle,1) se refiere a la función de costo, C representa un 
coeficiente de la matriz arriba, y c representa el nivel de 
seguridad jurídica autónoma provisto por la autoridad central. 

* Usando el mismo procedimiento, sin embargo, se obtiene 
que A=V,+e/T'(V,+ab) y que D=V,,-ab/e+3V,/e, expresiones que 
mantienen un signo indeterminado. 

* Ver Silberberg (1990), página 177. 
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de la firma. Estos resultados son sumamente intuitivos: al 
aumentar el costo de provisión de seguridad jurídica autónoma, la 
autoridad central encuentra óptimo reducir el nivel de dicho 
servicio y, en consecuencia, induce a la firma a decidir reducir 
el nivel de inversión y aumentar los recursos destinados a 
actividades legales. 

Por otro lado, resulta interesante observar cómo varía la 
decisión óptima de la autoridad central (en cuanto a su elección 
de I, Ly c) ante un cambio en la productividad de las 
actividades legales por parte de las firmas. Luego de algunas 
operaciones algebraicas, se obtienen las siguientes 
expresiones: * 

  

  

Be ae 
ay, (BoP)? 1 E mel, = 

Bs decir, un aumento en la productividad de las actividades 
legales lleva a la autoridad central a inducir un nivel más alto 
de las misnas, y un nivel de inversión posiblemente mayor (esto 
ocurre sl el valor absoluto de V,. es lo suficientemente grande 
con respecto a V,/e).” Es decir, la autoridad central toma en 

cuenta el aunento en la función de bienestar que posibilita un 
aumento en b, y la posibilidad de reducir la provisión de 

  

= Los signos expresados entre paréntesis corresponden a los 
términos inmediatamente arriba, y surgen de reemplazar A (>0) y 1 
(<0) de las condiciones de primer orden en los coeficientes del 
hessiano orlado. 

23 puede verse a partir de la expresión de 5 en la página 
siguiente que V..+(V.+3ab)/e es menor que cero si Vs por condición 
de segundo orden, cón lo cual se obtiene (en ese caso) que 
91/0b>0. 
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seguridad autónoma c. Ello indudablemente hace óptimo aumentar 
L, pero posiblemente no tanto como para evitar que el aumento del 
costo marginal de invertir induzca una reducción en la inversión. 

Ahora bien, existe una pregunta - posiblemente la más 
interesante - que aún resta responder. Se refiere a determinar 
cómo reaccionará la autoridad central con respecto al nivel de 
seguridad autónoma que desea proveer al aumentar b. Para obtener 
la respuesta, considérese el segundo de los dos resultados 
obtenidos más arriba (31/9b > 0). Note que puesto que la 
autoridad central desea implementar un nivel de L más alto, y 
teniendo en cuenta que la firma tenderá a reducir L ante un 
aumento en b si e < 1/3 (ver sección anterior), puede preverse 
que aquélla decidirá disminuir el nivel de seguridad autónoma si 
e < 1/3 (al menos), ya que de esta forma (y también de acuerdo 
al resultado obtenido en la sección anterior para la función de 
costo considerada), induce a la firma a dedicar una mayor 
fracción de sus recursos productivos a la actividad legal (vgr., 
9L/dc < 0). La explicación de este fenómeno se encuentra en que, 
ante una mayor productividad del tiempo dedicado a las 
actividades legales, la autoridad central encuentra óptimo 
substituir una fuente de seguridad jurídica (la autónoma, con 
costo marginal a) por otra fuente (la inducida por la firma, con 
productividad marginal mayor) si el nivel de esfuerzo productivo 
supera no cierto umbral (es decir, si e < 1/3) a partir del cual 
la firma comienza a aumentar L ante un aumento en b. Por otro 
lado, debe notarse que e < 1/3 constituye una condición 
suficiente, pero no necesaria, para que c disminuya al aumentar 
b, ya que mismo si la firma decide aumentar L ante un aumento en 
b, dicho aumento puede ser inferior al deseado por la autoridad 
central, lo que inducirá a ésta a inducir un aumento adicional de 
L por medio de una reducción en c. 

Efectivamente, luego de tediosos pasos algebraicos, y 
notando que 5 viene dado por 
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y +22) (<0 por condicion de segundo orden), 

  

P ec 
15 

  

se obtiene que 

    

  
  

ery, É 12 + 34, + Mable se. Ls Ef, 
TE a, 

  

  

  

22] 

Manipulando esta expresión puede verse que una condición 
suficiente para que 3c/0b < 0 es que e < 1/3, tal como se 
anticipó en el párrafo anterior. 

En general, entonces, la relación óptima entre c y b no 
tiene un signo determinado, y la autoridad central puede decidir 
aumentar o disminuir el grado de seguridad jurídica que provee 
ante un aumento en la capacidad de los agentes económicos para 
"hacer justicia por sí mismos". Debe notarse, sin embargo, que e 
< 1/3 constituye una condición suficiente (pero no necesaria) 
para que la autoridad central decida reducir la seguridad 
autónoma provista ante un aumento en la capacidad de los 
particulares para evitar la modificaciones que atenten contra 
dicha seguridad. Esta observación es potencialmente importante, 
especialmente si es la autoridad central quien afecta la 
capacidad de los particulares de generarse seguridad jurídica por 

V. Algunas ideas para la comprobación empírica del modelo. 
Tal como se expresó en las secciones anteriores, existe una 
relación importante entre la seguridad jurídica que goza un país, 
el nivel y duración de la inversión emprendida por los 
particulares, la "calidad" de dicha inversión (entendiéndose por 
calidad el menor costo de cada unidad de inversión, una función 
positiva del esfuerzo productivo), y la relación de estas 
variables con el costo de proveer justicia por parte del Estado y 
por parte de los particulares. En principio, dichas relaciones 
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podrían ser analizadas econométricamente. Para ello sería 
necesario primero definir cada uno de los conceptos de forma tal 
que fuesen efectivamente mensurables. 

Esta última observación no es trivial debido a que, si bien 
el nivel de inversión es una variable fácilmente medible, la 
calidad de dicha inversión (es decir, el grado de esfuerzo 
productivo), el grado de seguridad jurídica existente, y los 
distintos costos de provisión de seguridad jurídica no son 
fácilmente observables, lo que lleva inevitablemente a substituir 
los valores de dichas variables por indicadores indirectos y 
aproximativos. 

De esta manera, por ejemplo, la "calidad" de la inversión 
estaría negativamente relacionada con el tamaño (relativo a la 
magnitud de cada empresa) de los departamentos legales y de 
relaciones públicas, con los subsidios del Estado requeridos para 
que la industria nacional pueda subsistir frente a la competencia 
del exterior, etc.. A su vez, el grado de seguridad jurídica 
existente estaría positivamente relacionado con el presupuesto 
del Poder Judicial, el número de jueces por habitante, la 
independencia en el nombramiento de los mismos, el número de 
causas con sentencia por año, la rapidez en la terminación de las 
causas, el grado de litigiosidad social, etc.. Finalmente, para 
el Estado y para los particulares, el costo de proveer y 
proveerse o garantizarse seguridad jurídica está, por un lado, 
vinculado a la ineficiencia global del Sector Público (siendo la 
ineficiencia judicial una expresión más de la misma) y a 
eventuales distorsiones en los objetivos políticos de los 
Gobiernos, y, por otro lado, también vinculado a la capacidad que 
los particulares tuvieren para - dentro del sistema - evitar 
pleitos o diseñar instancias alternativas de solución de 
diferendos (vgr. sistemas arbitrales). Ahora bien, una vez 
obtenidos estos indicadores, el estudio econométrico podría 
focalizarse en analizar la evolución temporal (estimando la 
relación, por ejemplo, entre los niveles de inversión, los grados 
de apertura de la economía y la duración promedio de las causas 

1976 

 



hasta su sentencia, en distintos períodos, dentro de un 

  

determinado país, y relacionando dichas variables con los costos 
de acceso a la justicia y eficiencia global de los gobiernos de 
turno) o bien en una comparación internacional de las mismas 
(donde la relación entre las variables antedichas sería analizada 
en un momento del tiempo, para una muestra de distintos países). 
Lamentablemente, no se cuenta en este momento con estadísticas 
acabadas como para intentar esta tarea en un futuro cercano, 
aunque lo aquí señalado debería contribuir para intentar comenzar 
a registrar la información relevante. 

VI. Conclusion   
Este trabajo presenta un modelo que relaciona la seguridad 
jurídica con el nivel de inversión y el esfuerzo productivo de 
los agentes económicos en un determinado país. Se postula que 
los valores de dichas variables surgen de una decisión "óptima" 
de una autoridad social (entiéndase el Estado), quien intenta 
maximizar una función que contiene como argumentos positivos el 
nivel de inversión y el porcentaje de los recursos de los 
particulares dedicados a tareas productivas, pero que enfrenta 
cierto costo de proveer un nivel "autónomo" de seguridad 
jurídica. Los niveles de inversión y de esfuerzo productivo 
"elegidos" por la autoridad central deben coincidir con aquellos 
tomados por los agentes económicos en forma descentralizada, ya 
que son éstos últimos quienes efectivamente toman dichas 
decisiones. 

Los aspectos más fructíferos del planteo propuesto son: 
* la incorporación del porcentaje de recursos dedicados a 
actividades generadoras de seguridad jurídica ("inducida") por 
parte de los particulares como una función (a) del grado de 
seguridad jurídica ("autónoma") provisto por el Estado y (b) de 
la facilidad con que éstos logren afectar el grado de seguridad 
jurídica que regirá sus inversiones; 
* la racionalización de que el grado de seguridad jurídica 
"autónoma" elegida por el Estado surge de un problema de 
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optimización sujeto a restricciones (a) de incentivos de los 
agentes económicos, (b) de costos vinculados al aumento del grado 
de seguridad jurídica y (c) de facilidad de los particulares para 
generar seguridad jurídica por sí mismos; 
* la observación de que la restricción (b) del punto anterior, 
así como la ponderación que el Estado otorgue a los objetivos de 
inducir mayores niveles de inversión y de esfuerzo productivo, 
surgen de un proceso de representación política que está en el 
corazón del problema analizado; 
* llama la atención que el análisis del funcionamiento y eficacia 
del Poder Judicial como instrumento coactivo en la vigencia plena 
de la Ley, y en consecuencia de la propia seguridad jurídica, no 

  

haya sido explorado convenientemente, no obstante que constituye 
un importante campo de investigación sobre el tema que nos ocupa; 
* el potencial testeo de la teoría, ya sea en estudios utilizando 
series temporales o en base a comparaciones internacionales; y, 
* finalmente, más allá de identificar sus efectos sobre la 
inversión y el esfuerzo productivo, la focalización de las causas 
por las cuales la seguridad jurídica provista por el Estado no es 
completa. 

Así, por ejemplo, al aumentar el costo de proveer seguridad 
jurídica "autónoma" (o bien - adoptando una óptica del Estado 
como Leviathan - al aumentar los beneficios de no proveerla), la 
decisión de la autoridad central será disminuir el grado de 
seguridad jurídica y tolerar una reducción en el nivel de 

  

inversión y en el porcentaje del tiempo dedicado a actividades 
productivas; por otro lado, al aumentar la productividad de los 
agentes económicos en generarse seguridad jurídica por su cuenta, 
la decisión de la autoridad central será reducir el grado de 
seguridad jurídica provisto, aunque ello no llegue a provocar una 
reducción en el esfuerzo productivo ni en el nivel de inversión 
inducidos. En tanto y en cuanto el costo de proveer seguridad 
jurídica "autónoma" y la facilidad de generar seguridad jurídica 
"inducida" difieran entre países y/o a través del tiempo, los 
indicador:   del grado de seguridad jurídica, del nivel de 
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inversiones y de la magnitud de los recursos destinados a 
actividades productivas son susceptibles de vincularse como se 
indica aquí. Si así fuera, la tarea del analista es llamar la 
atención sobre dichas relaciones y recomendar cursos de acción 
que tiendan a aliviar los problemas existentes. La verdad, al 
fin y al cabo, y como en todos los casos, debe hallarse en la 
verificación de la realidad, la búsqueda de la cuál bien podría 
incorporar las observaciones aquí expuestas. 
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